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	Introducción


	El tema de la hacienda pública ha ocupado el interés de la humanidad desde antes de la aparición de los Estados modernos. En la época socrática se decía que el “ciudadano” que tenía el don de administrar bien los asuntos de su familia podría, sin dificultad, ser un buen administrador de los asuntos públicos. La diferencia era solo de cuantía. Mucho antes de que se sistematizara el ideario que constituye la esencia del concepto de la hacienda pública como praxis, esta ya se encontraba presente en la vida de las sociedades, porque es el instrumento por medio del cual los intereses colectivos encuentran posibilidades de realización.


	Las grandes civilizaciones, hoy recordadas y en algunos casos veneradas, siempre tuvieron un poderoso músculo financiero, alimentado con diferentes fuentes de recursos: mediante la entrega de tiempos voluntarios o forzados que debían otorgar los individuos al soberano, o parte de la riqueza de los individuos representada en productos o numerario. Con el acervo así recaudado se ha pretendido resolver problemas sociales, problemas de la comunidad y problemas colectivos; es decir, la razón de ser de la hacienda pública está constituida por las expectativas sociales, sin estas sería inocuo hablar de ella.


	En los tiempos modernos y producto de la organización y la sistematización de las ideas que constituyen el corpus de la disciplina de la hacienda pública, se le ha atribuido a esta la virtud de servir para solucionar grandes problemas que las fuerzas económicas, dejadas a su libre albedrío, no pueden resolver. Tales problemas están referidos fundamentalmente a: 1) la asignación de los recursos, 2) la formación de capital, 3) la distribución del ingreso y la riqueza y 4) la estabilización económica. Estos problemas son desarrollados a lo largo del texto, reuniendo conceptos de distintos autores, de diversas tendencias, reconocidos en el ámbito nacional e internacional y además ejemplos de la gestión de la hacienda pública.


	Hoy día es imposible encontrar un Estado sin hacienda pública y cada Estado tiene un diseño orientado por una corriente de pensamiento, cuyos principios y valores oscilan entre las antípodas de la solidaridad y el egoísmo. En este contexto, la hacienda pública, como corpus para la reflexión y solución de necesidades colectivas, es más o menos prolija, dependiendo de la concepción de Estado que se tenga, y de ahí que algunas veces sea débil y otras muy potente. En uno y otro caso, sin embargo, se manifiesta a través de tres elementos:


	 


	1. 	Los recursos que logra conseguir de la comunidad mediante esfuerzos colectivos tienen una fundamentación teórica, de naturaleza político-fiscal, que les da respaldo a las exacciones conformadas por impuestos, tasas y multas.


	2. 	Los gastos públicos dirigidos a producir y proveer bienes y servicios, bajo los principios de equidad y eficiencia, corresponden a la esencia misma del Estado: justicia, orden público, soberanía nacional, y otros considerados meritorios: educación, salud y vivienda, tan de moda en Colombia hoy en día.


	3. 	Estrategias que combinen políticas y métodos para obtener recursos con las mejores políticas públicas para ejecutar el gasto y conseguir de esta manera los propósitos del Estado.


	 


	La importancia de la hacienda pública crece a través del tiempo, especialmente desde el último tercio de siglo XIX, cuando aparece el Estado de Bienestar –el Welfare State– en Europa, luego acogido por varios textos fundantes de Estados que, en proceso de aprendizaje, requerían tener referentes acerca de cómo manejar lo de todos; es decir, la “cosa pública”, de una manera incluyente donde todos puedan tener acceso al disfrute y goce de los beneficios del sistema económico y de manera especial de los recursos arbitrados por el Estado.


	A finales del siglo XIX y principios del siglo XX en el mundo existía la conciencia de que el Estado debía traspasar la barrera del “Estado mínimo” y adentrarse en el alma del tejido social, para fortalecerlo y fomentarlo con el fin de que la sociedad pudiera cumplir la razón de su existencia, que no es otra que lograr cada vez mayores y mejores niveles de progreso y sobre todo de felicidad, como fin último. Para lograr estos escenarios, se requieren ingentes recursos de todo tipo: capacidad de creación e ingenio de gobernantes y gobernados; contribución de todos en función de la capacidad individual para hacerlo; diseño organizacional junto con procesos y estrategias conducentes a la utilización del criterio de la escasez como elemento esencial en la orientación de las decisiones político-económicas, donde el gran objetivo por alcanzar sea: “el mejor bien para el mayor número”.


	Acontecimientos como las guerras mundiales, el nuevo paradigma de la concepción del Estado producto de la Revolución de Octubre y el papel en la conducción, orientación y regulación de la economía, las ideas revolucionarias de Keynes con respecto a las de los clásicos, el gran crecimiento poblacional y la aparición de fenómenos industriales y de urbanización impulsaron a los gobiernos a pensar en nuevas formas de hacer Estado; esto es, poner a disposición de la comunidad el aparato de la administración pública para que atienda y resuelva sus demandas. Para ello es necesario robustecer el Estado, no solo desde el punto de vista de las instituciones, sino fundamentalmente desde el punto de vista de la economía pública.


	Este fortalecimiento pasa por la intervención de la economía a través de los ingresos y gastos públicos que se han visto crecer durante el siglo XX hasta niveles que superan el 50 % del PIB en varios países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), mientras que Estados Unidos y Japón llegan a cerca del 40 % y Colombia se ubica por debajo del 30 %, tal como se muestra en el capítulo 9, el cual se refiere al tamaño del gasto público con relación al PIB.


	El gasto público y los ingresos provenientes del sistema tributario, vistos en conjunto, hacen posible determinar el impacto global sobre la vida de los ciudadanos, al comparar las cargas impositivas con los beneficios percibidos como producto de los bienes y servicios recibidos del Estado. Con el gasto público se pretende, en primer lugar, mantener en funcionamiento el Estado como gran medio del que dispone la sociedad para conservar el orden y el progreso. Asimismo, el gasto se orienta a la distribución del ingreso y la riqueza, con lo que se logran niveles de equidad y se hace posible que los ciudadanos alcancen objetivos que de manera individual no podrían conseguir. Pero en este proceso se trazan prioridades y por ello hay gastos progresivos, regresivos y de pobreza.


	La intervención del Estado en la economía para obtener ingresos es diversa. En primer lugar, se encuentra el sistema tributario que es la materialización de la política fiscal; en segundo lugar, las empresas públicas a través de las cuales el Estado funge como un agente económico orientado por los precios, la rentabilidad, y sujeto a los embates de la competencia; en tercer lugar, se asocia con el capital privado para aprovechar fortalezas y entre los dos desarrollar zonas del territorio o sectores económicos considerados estratégicos; en cuarto lugar, se utilizan las tasas como mecanismo para financiarse y proveer el servicio respectivo, especialmente en los peajes para mantener en buen estado la malla vial; en quinto lugar, hace uso de la deuda pública que, en esencia, no es otra cosa que impuestos diferidos, que tendrán que pagarse y la forma de hacerlo es con el pago de los impuestos.


	La obra que se presenta tiene varios propósitos, a saber: 1) contribuir en alguna medida a la construcción del perfil profesional del “politólogo profesional en gobierno”, al considerar que los egresados de la Universidad del Rosario que ostenten este título, en su ejercicio profesional o empresarial deben interactuar ya sea como servidores públicos, o ya sea como agentes privados, con quienes manejan las políticas referidas a la hacienda pública; 2) facilitar la comprensión del tema a quienes estudian derecho, economía, administración pública o privada, finanzas y negocios internacionales, que a lo largo de la carrera, en el pensum académico estudian y analizan el tema de la hacienda pública; 3) asimismo, va dirigido a los servidores públicos y al público en general que quiera ver el tema desde un punto de vista diferente.


	Este libro es producto de más de diez años de experiencia y trabajo académico, de estudiar el tema en la Facultad de Ciencia Política y Gobierno, donde el autor imparte la asignatura de Hacienda y Presupuesto Públicos. En este trabajo se hace alusión de manera tangencial al tema del presupuesto público, por cuanto fue desarrollado de manera independiente en otro texto recientemente publicado. Adicionalmente a la experiencia propia de la actividad académica, este trabajo recoge la visión relativamente crítica del autor, quien se desempeñó por varios años en cargos de dirección administrativa en entidades públicas del nivel nacional y territorial, donde tuvo permanente contacto con el tema de la hacienda y los presupuestos públicos.


	El libro está estructurado en doce capítulos: en el capítulo 1 se desarrolla la parte conceptual básica, las características de la hacienda pública y a la vez se establecen diferencias con las finanzas privadas. En el capítulo 2 se hace referencia a las distintas formas de intervención del Estado en la economía, presentando una mirada desde las perspectivas de los colectivistas, del sistema capitalista y de la economía mixta, resaltando en cada caso los mecanismos utilizados para responder a las preguntas clásicas de la economía: ¿Qué bienes y servicios producir?, ¿cómo producirlos?, ¿cuánto producir?, y ¿para quiénes?


	En el capítulo 3 se tramita la unidad de los bienes públicos, se traen a colación conceptos elaborados por varios autores colombianos y extranjeros, se da cuenta de las características y de los responsables de su producción y distribución junto con los criterios para la asignación. En el capítulo 4 se desarrolla el tema de la política fiscal en el marco de la política económica, destacándose el objeto de la política fiscal y sus principales instrumentos: los impuestos, el gasto público y la deuda. Cómo deben utilizarse para que en conjunto produzcan un desarrollo armónico. Asimismo, se trata lo relativo a la incidencia de los ingresos fiscales en la economía y las características deseables de un sistema tributario “ideal”.


	El capítulo 5 contiene los índices de capacidad de pago de las obligaciones tributarias. Tales índices son: la riqueza, la propiedad, la renta y el consumo. Se precisa el alcance y las características de cada uno, sus ventajas y desventajas, cómo ha sido y cómo es hoy en día el uso y la aplicación en el sistema tributario vigente para lograr equidad, progresividad y eficiencia en la tasación y recaudo de los impuestos.


	El capítulo 6 se dedica a la estabilización económica. Se tramitan los dos sectores susceptibles de la desestabilización: el interno y el externo. En cada caso se identifican las variables que intervienen, por qué se pueden desestabilizar y cuáles son sus repercusiones. Se precisan las políticas que se usan para estabilizar la economía, tanto en el sector interno como en el sector externo, junto con sus instrumentos. El capítulo se termina con los distintos modelos de estabilización económica y sus características.


	El capítulo 7 trata la deuda pública como instrumento de financiación del gasto público y de regulación económica. Se analizan sus ventajas y desventajas, los elementos intrínsecos, la deuda interna y la deuda externa y por qué se prefiere más una que la otra, el costo de la deuda y cómo afecta las condiciones de vida de la comunidad en general, quién paga la deuda y cuáles pueden ser los límites de endeudamiento que pueden poner en riesgo el crecimiento y el desarrollo económico.


	El capítulo 8 presenta el tema de las privatizaciones como fuente, aún importante en Colombia, de financiamiento del gasto público. Parte del hecho histórico que marcó la etapa del Welfare State, en la que el Estado intervino significativamente en varios sectores de la economía e invirtió lo que hace aproximadamente quince años empezó a desinvertir, es decir, desahorrando y con esos recursos solventar necesidades colectivas insatisfechas o atender el servicio de la deuda.


	El capítulo 9 explica el tema del gasto público como gran instrumento para regular la economía y distribuir el ingreso y la riqueza. El Ejecutivo en este escenario se dedica a arbitrar recursos obtenidos del sistema tributario, de la actividad económica de Estado, de la deuda y de las privatizaciones, para invertirlos en las prioridades aprobadas por el Congreso a través de los planes de desarrollo y en la ley anual de presupuesto, donde se fijan claramente las prioridades, las cuantías y los responsables sectoriales de la ordenación del gasto público. Este se puede clasificar en gasto regresivo, progresivo y de pobreza, en función de quiénes son los que se benefician más que proporcionalmente por cada unidad de gasto realizada.


	El capítulo 10 hace referencia a la organización espacial de la hacienda pública, es decir, la descentralización fiscal, o para otros autores el federalismo fiscal. Aquí se da cuenta de la competencia constitucional y legal de las entidades territoriales para crear o mover las tarifas de ciertos impuestos que han sido destinados para alimentar las arcas públicas de ese nivel. Queda claro que ante la complejidad de las sociedades, los gobiernos para ser eficientes deben segmentarse en niveles de competencias, y para poder cumplirlas en debida forma deben contar con recursos propios o con la participación en los recursos del nivel central.


	El capítulo 11 se refiere al tema de la planeación económica estatal. Se resaltan los mandatos de la Constitución en los cuales se ordena que el Estado es el responsable de la conducción de la economía, y para lograr que esta se ponga al servicio de la gente, es necesario que intervenga de manera directa para que el uso de los recursos se haga de la mejor manera posible, en términos de eficiencia y eficacia. Se crea un instrumento fundamental que es el Plan Nacional de Desarrollo y, adicionalmente, el Sistema de Planeación Nacional, en el cual participan los distintos estamentos de la sociedad para presentar propuestas y hacer observaciones y reparos al proyecto de desarrollo del gobierno de turno, en desarrollo de la democracia participativa como complemento importante de la democracia representativa.


	En el capítulo 12 se expone un tema novedoso con relación a los contenidos clásicos de los libros de hacienda pública: las empresas públicas. Se presenta una interesante polémica sobre el concepto de empresa pública, cuyos extremos se sitúan, por un lado, en la idea de que todo el aparato administrativo del Estado es una empresa pública, y por otro, que solo cuando el Estado se comporta con los criterios que rigen el mercado, como son los precios, la rentabilidad y los embates de la competencia, estará interviniendo a través de una empresa pública. Asimismo, se presentan tres grandes momentos en los cuales se hace visible el origen, el crecimiento y el posterior declive de las empresas públicas en Colombia.


	Cada capítulo puede leerse con independencia del anterior, pues cada uno hace referencia a una unidad temática con identidad propia. Para facilitar una ampliación y profundización de los temas, al final de cada capítulo se incluye un cuestionario para que los lectores, especialmente los estudiantes, lo resuelvan y animen los debates en los cursos.




  	Capítulo 1


  	Contexto, consideraciones generales y características


	El concepto de hacienda pública está conformado por dos elementos: hacienda y pública. El primero hace referencia al conjunto de recursos, incluida la gestión, con los cuales cuenta una unidad económica, una familia o un Estado para solventar su existencia, evolución y crecimiento con el propósito de disfrutar de un estado de bienestar cada vez mejor. En este propósito se encuentran presentes los recursos y los usos que se les dan, con claros y precisos objetivos de mejorar el bienestar de todos los asociados.


	El segundo elemento, es decir, lo público, tiene que ver con lo de todos, lo colectivo, lo común a todos, lo que no es de nadie en particular. Por lo tanto, la tenencia, la propiedad y el disfrute se rigen por principios y valores distintos de los que orientan el sistema de propiedad privada. Adicionalmente, en lo público intervienen actores cuyo origen y naturaleza son distintos de los que intervienen en el mercado, por lo que sus decisiones siguen ciertos parámetros y están más orientadas por criterios políticos que por criterios puramente económicos.


	Así como la actividad económica de una empresa o de una familia ocupa un espacio en la economía, la hacienda pública, las finanzas públicas o la economía pública, como se quiera llamar, ocupa un lugar destacado en el ámbito de la economía en general. La economía como ciencia centra su interés en la satisfacción de las necesidades humanas con la utilización de unos recursos que se consideran escasos y que tienen posibilidad de usos alternativos, lo cual implica que su uso es el resultado de seleccionar la mejor alternativa dentro de una gama de posibilidades. Las necesidades humanas se manifiestan a través de la demanda agregada de bienes y servicios, y la economía se ocupa de satisfacerlas valiéndose de los mecanismos de mercado.1


	Importancia de la economía pública o hacienda pública


	La importancia de la economía pública se explica por varias razones: el tamaño de la economía pública con relación al Producto Interno Bruto (PIB) del país o región en cuestión es cada vez más grande. La tendencia en los últimos años así lo demuestra. Emilio Albi al referirse al crecimiento económico del sector público afirma que “su crecimiento en todos los países durante los últimos cincuenta años ha representado uno de los rasgos más importantes del siglo XX” (Albi, González y Subiri, 2000: 3). Para demostrar su afirmación presenta la relación entre el gasto público y el PIB en términos porcentuales en los países de la Unión Europea: en 1968 tal relación era del 36,4 %; en 1982, 48,7 %; en 1990, 47,9 %; y en el 2000, 47,2 % (Albi, González y Zubiri, 2000).


	Las reglas de juego que se utilizan para obtener los recursos: a diferencia del mercado, donde las empresas ofrecen sus bienes y servicios a cambio de una retribución equivalente, en la economía pública el procedimiento para obtener recursos es diferente, porque en este escenario no operan las fuerzas del mercado. Desde la época en que se consolidaron los Estados modernos, los asociados, a través de sus cuerpos legislativos expiden normas o leyes contentivas de disposiciones con carácter obligatorio donde se establecen los distintos conceptos, los montos y los momentos en que cada ciudadano, de conformidad con los criterios establecidos en las mismas disposiciones, deben contribuir para la conformación de los caudales públicos, y así poder sostener el normal funcionamiento del Estado.


	A este respecto, Doricela Mabarak afirma: “los contribuyentes deben saber con precisión quiénes, cuándo y con fundamentos en qué tienen derecho esas autoridades a recibir y, en su caso, a exigir el pago de las contribuciones” (1996: 85). Al ser las normas de obligatorio cumplimiento, su desacato conlleva sanciones que pueden llegar hasta la confiscación de los bienes y propiedades de los renuentes o evasores de sus obligaciones fiscales.


	Criterios y valores que presiden la asignación de recursos


	El Estado es de naturaleza distinta de la del sector empresarial. Por esta razón, tiene unos propósitos particulares, dispone de unos medios y una manera diferente de obtener los recursos a la utilizada en el sector privado. De carácter político, en cuanto a la fijación de los objetivos que debe cumplir, y de carácter legal, en cuanto a los medios utilizados para procurarse y para usar los recursos. Mientras que las empresas están orientadas por el lucro, la competencia, el egoísmo y la ganancia como acicates para desarrollar sus proyectos, el Estado, al contrario, está regido por valores como la solidaridad y lograr el máximo beneficio para el mayor número de asociados, y en esa dirección se toman las decisiones, se impulsan las acciones y se dirigen los recursos disponibles.


	El origen y la naturaleza de quienes toman las decisiones, ya sea desde el Ejecutivo o desde el Legislativo como máxima expresión de la democracia representativa, son distintos en la hacienda pública con relación a los responsables del sector empresarial. En esta dirección Doricela Mabarak explica:


	(…) se considera muy importante conocer quién, cómo, cuándo, dónde y por qué percibe los ingresos públicos y realiza la distribución de caudales, sobre todo en lo que respecta a la percepción de los ingresos fiscales, renglón que está indudablemente unido a todas las situaciones económicas de los gobernados, ya que del patrimonio o los ingresos que de ellos se derivan, el fisco (la hacienda pública) toma los recursos necesarios para hacer frente a los gastos públicos. (1996: 85)


	Características de la hacienda pública


	Es importante señalar algunas características de la economía pública que la diferencian de la economía del sector privado. Una y otra tienen como soporte principal las finanzas. Sin embargo, las finanzas requieren una gestión en la consecución, la asignación y en los propósitos que deben cumplir, como la promoción de la actividad económica.


	Se puede afirmar que la economía está conformada por dos partes, una que es desarrollada por el sector público y la otra desarrolla por el sector privado; una y otra impulsan, de igual forma, la actividad financiera, pero al ser distintas las actividades económicas públicas y privadas, también lo son las actividades financieras, respectivamente. Los principios que las orientan, aunque complementarios, son diferentes.


	El sector privado orienta sus finanzas con el principio del mínimo costo y el máximo beneficio, rentabilidad, ganancia o utilidad, porque lo que genera estrés a quienes manejan la economía privada es el afán de lucro, y de acumulación, por ser esa la esencia del capital, es decir, reproducirse a la mayor velocidad posible. En esa dinámica, los protagonistas son los costos y los precios. Se produce al menor costo posible (en mercados cuya estructura sea de competencia) y se procura vender al mejor precio para obtener el máximo beneficio. Cuando se habla de precio, es porque al consumidor le es oneroso el bien o servicio que demanda. Estas son las reglas del mercado.


	En cambio, en la economía del sector público, el principio que orienta su accionar financiero es el del mayor beneficio colectivo con el mejor costo posible. Esto es así porque la actividad económico-financiera que despliegan los entes públicos está regida por principios altruistas de solidaridad y bienestar para todos, en vez del sentimiento de utilidad y ganancia individual. En este caso, la utilidad es de carácter social. Esta, al ser individualmente indiferenciada, es a la vez de asignación “gratuita” para el ciudadano. Esa es la esencia de la decisión política, la que a su vez determina el monto de los impuestos que se requieren para asegurar la prestación y suministro de los bienes y servicios públicos.


	Las finanzas de la economía pública “no se fundan en el mínimo medio, sino en el mejor medio. El mejor costo de las finanzas públicas no excluye el mínimo costo, pero sacrifica este en beneficio de una mejor y más eficiente prestación de los servicios públicos. El criterio de la economía y finanzas privadas es el de la rentabilidad y el de la economía y finanzas públicas es el de la racionalidad” (Ramírez Cardona, 1998: 8-9). En el mismo sentido, Alain Barrére (citado por Ramírez Cardona, 1998: 9) argumenta: “el criterio de la rentabilidad en la economía privada es inaplicable en la economía pública. Solo puede utilizarse el criterio de la racionalidad: la satisfacción de las necesidades públicas debe hacerse por la vía más racional”.


	Lo anterior podría llevar a pensar que el principio de la racionalidad supone la exclusión del principio de la economicidad de los medios. Sin embargo, la economicidad que se da en el manejo de las finanzas públicas se aparta del principio de rentabilidad individual y en cambio se aproxima a la prestación de un buen servicio. En conclusión, el mínimo costo no se opone al mejor costo en la economía pública, sino que en el evento de incompatibilidad, el mínimo costo debe ceder ante el mejor costo que estaría presente en la satisfacción de las necesidades colectivas por hallarse estas bajo la razón de ser del Estado.


	Queda claro entonces que el Estado, en muchos casos, actúa en la satisfacción de las necesidades colectivas o individuales como en la economía privada, en cuyos casos el principio financiero presente es el mismo del mercado, es decir, el mínimo medio con el fin de obtener el máximo de utilidad o beneficio. Este es el caso de las empresas públicas con ánimo de lucro, como por ejemplo Ecopetrol cuando era una empresa industrial y comercial del Estado, cuyo comportamiento económico financiero es el propio del mercado. En el evento de que dichas empresas renunciaran al lucro de manera permanente, cambiaría su razón de ser de industrial y comercial por un establecimiento público prestador de un servicio público.


	Hay que tener presente que en una economía de mercado como la nuestra, al Estado se le facilitan las cosas, por una parte para atender los servicios públicos y mejorar las condiciones de los asociados, y por otra, para aumentar la posibilidad de obtener mayores recursos fiscales en la medida en que al sector empresarial le esté yendo bien. Es decir, al Estado le va bien si al mercado le va bien.


	No se trata de minimizar las cargas fiscales a la economía privada, sino de mejorar la calidad del gasto con el fin de obtener el mejor bien para el mayor número de la población. Al mismo tiempo, el Estado procura estabilizar la economía pública y privada utilizando las herramientas conocidas de Keynes, que aconseja que en épocas de inflación el Estado gaste menos de lo que recauda de la economía privada y liquida su presupuesto público con superávit, mientras que en épocas de recesión gaste más y con ello genere un déficit. De esta manera, se trata de compensar la tendencia de la economía privada que normalmente gasta más en épocas de inflación y menos en periodos de depresión.


	Diferencias entre la economía pública y la economía privada


	La economía pública es coercitiva, está regida por normas expedidas por las instituciones legítimamente constituidas. El pago de los tributos y demás cargas fiscales es imperativo, contrariamente a lo que acontece en el mercado, en donde nadie puede obligar a otro a intervenir como agente económico para recibir o dar algo en contra de su voluntad. La economía pública es perdurable en el tiempo hasta tanto exista el Estado, a diferencia de lo que sucede en la vida de las empresas y organizaciones, que normalmente son perecederas.


	Es directa, por cuanto se aplica a necesidades de la comunidad, con independencia de la condición particular de cada uno de los miembros que la integran. Es administrativa y no especulativa, es decir, la economía pública actúa en beneficio colectivo y no con el fin de obtener ventajas de las condiciones de sus asociados. Es formal, se regula por normas que precisan los procedimientos para la presentación de las declaraciones y demás informes financieros y pagar las contribuciones, al igual que otorgan competencias para los responsables de verificar el cumplimiento de las obligaciones fiscales. Es política, las decisiones corresponden a órganos colegiados o representantes elegidos y no a las leyes del mercado; su gestión y control se hace a través de los instrumentos conocidos, como presupuestos y planes de desarrollo.


	Otras definiciones de hacienda pública


	La expresión “hacienda pública” es polisémica, por cuanto en distintos escenarios y contextos se utiliza y significa conceptos distintos. Basta traer a colación algunas versiones que presentan autores que se han ocupado del tema. La hacienda pública es una disciplina; es el conjunto de recursos públicos; es el andamiaje organizacional que se ocupa de la obtención y uso de los recursos públicos.


	La hacienda pública, como disciplina, se entiende como un conjunto de postulados o conocimientos que aspiran a tener la connotación de científicos y sirven para que los responsables de dirigir los organismos públicos logren colmar sus necesidades financieras y, a la vez, orienten la búsqueda de formas y procedimientos que posibiliten la mejor forma de distribuir la riqueza pública. Desde esta perspectiva, siguiendo a Doricela Mabarak (1996: 7-8), la hacienda pública tiene un sentido muy próximo a las finanzas públicas.


	La hacienda pública también puede ser entendida como el conjunto de recursos públicos susceptibles de valorarse en dinero, es decir, el patrimonio en el sentido más amplio posible que pertenece al Estado y a las entidades descentralizadas y autónomas, territorialmente y por servicios que lo encarnan. Desde esta concepción, lo importante es la propiedad y tenencia de los recursos que son de todos, cuya titularidad está en cabeza de un ente público.


	Asimismo, la hacienda pública se entiende como el conjunto de entidades y organismos públicos que encarnan el sector de la administración pública, responsables de obtener los recursos tanto fiscales como provenientes de la explotación del patrimonio del Estado y a la vez responsables de establecer los procedimientos para aplicar o usar tales recursos en la dirección que disponga el órgano legislativo, como máxima expresión de la democracia.


	La hacienda pública puede entenderse, igualmente, como la disposición y gestión de los caudales y bienes públicos, actividades que están reservadas a los responsables de las administraciones públicas. Dicha actividad, a nivel nacional corresponde al presidente de la República y al ministro de Hacienda; a nivel seccional al gobernador y al secretario de Hacienda y en el nivel municipal al alcalde y al secretario de Hacienda. Por último, otros autores entienden el tema de la siguiente forma:


	La disciplina de la Hacienda Pública no se refiere sólo a los impuestos, como pudiera parecer a primera vista a un profano, sino que abarca un ámbito de estudio mucho más amplio. De ahí que haya autores que prefieran las denominaciones equivalentes de Economía del Sector Público o Economía Pública. La denominación de Hacienda Pública tiene su origen en la escuela italiana de estudio de las finanzas públicas, mientras que en el ámbito anglosajón se prefiere las otras denominaciones ya citadas. (Ministerio de Hacienda de Costa Rica, 2003)


	Relación de la hacienda pública con otras disciplinas


	La hacienda pública, entendida ya sea como disciplina, patrimonio del Estado y su gestión, o como el conjunto de organismos que se ocupan de los bienes públicos, tiene estrecha relación con otras disciplinas del conocimiento, como se muestra a continuación.


	Relación con la economía


	La economía como ciencia social sitúa su campo de acción en el estudio y análisis de las instituciones que se ocupan de los factores de producción, relativamente escasos, con los cuales las sociedades procuran satisfacer sus necesidades. Tales factores de producción cobran su máxima expresión en los procesos económicos de la transformación en bienes o satisfactores, en su distribución, circulación y consumo. En ese circuito actúa la hacienda pública, eligiendo las etapas más idóneas, para tomar parte de la riqueza y alimentar sus arcas, con las cuales le posibilita la existencia segura al Estado y contribuye a la satisfacción de necesidades colectivas. En la medida en que la economía en general sea robusta y consolidada, así será la hacienda pública.


	Relación con las finanzas


	Las finanzas operan como lubricante esencial de la máquina económica y su foco de atención está situado en cómo las personas consiguen los medios que utilizan para generar riqueza y procurarse bienestar. Desde esta perspectiva, tienen dos caras: una es la manera de obtener los recursos y la otra la manera de usarlos. Esto está acompañado de una gestión que tendrá como estrategia la combinación de medios y fines para lograr el máximo beneficio posible con la utilización de los recursos disponibles. La relación con la hacienda pública es evidente, entendida como el patrimonio apreciable en dinero, que es propiedad del Estado.


	Relación con varias ramas del derecho


	El derecho tiene entre sus propósitos establecer normas de conducta que regulen el comportamiento de las personas, otorgándoles derechos e imponiéndoles deberes. Queda claro, entonces, que la economía pública, las finanzas en general y las públicas en particular tienen estrecha relación con el derecho. De no existir el derecho y su contraparte, el deber entre los asociados, la vida en comunidad sería el equivalente a vivir en la jungla, es decir, bajo el imperio de la fuerza del más fuerte y sus relaciones serían actos de violencia y de barbarie, donde los más débiles serían objeto de manipulación por parte de los más poderosos. Asimismo, es válido decir que el derecho sin la economía y sin las finanzas sería un conjunto de reglas que regulan actos vacuos, sin contenido, sin trascendencia, lo cual perdería todo sentido y toda utilidad social. Sin embargo, el desarrollo de las sociedades ha llegado a tal nivel de complejidad que ha demandado de la disciplina del derecho especificidades cada vez más finas para viabilizar la convivencia social. Dentro del derecho como disciplina se encuentran especialidades con sus propias instituciones y objetos de regulación relacionadas con la hacienda pública.


	El derecho constitucional


	Fuente e inspiración de las otras ramas del derecho, con relación a la hacienda pública. Allí se encuentran los principios orientadores de la marcha de la sociedad y de las ramas del poder público, con su correspondiente estructura que facilita su funcionamiento, los derechos individuales y las garantías sociales. Esto tiene una estrecha relación con la posibilidad que tiene el Estado de obtener recursos financieros para asegurar su permanencia.


	El derecho financiero


	Doricela Mabarak lo define como:


	La rama del derecho integrada por un conjunto de normas que tienen por objeto regular las actividades económicas de los órganos públicos, tanto en lo que corresponde a la percepción de los ingresos, como en lo que respecta al ejercicio del gasto [...] las normas jurídicas que contiene el derecho financiero se refieren sin duda a todas aquellas que tienen por objeto normar a las actividades del Estado encuadradas en la ciencia de las finanzas públicas en general, y específicamente a aquellas que se relacionan de manera estrecha con la percepción de los ingresos del Estado y con la planeación y ejercicio del gasto público; es decir, con la hacienda pública en sus diversas acepciones y significados. (1996: 8-9)


	El derecho financiero ha sido motivo de un sinnúmero de congresos, eventos académicos, discusiones de hacendistas, en las que el tema central radica en identificar el campo de acción del derecho financiero y a la vez sus instituciones y su ubicación como fuente de inspiración de otras ramas del derecho o como subordinado a estas. Una importante corriente de los estudiosos del tema está de acuerdo en que el derecho financiero se ocupa de las reglas del juego que determinan los caminos, los métodos y los procedimientos para obtener los recursos públicos, de las prioridades y estrategias para utilizar dichos recursos, con el propósito de obtener el mayor beneficio para el mayor número de los asociados.


	En este sentido, Fernando Sainz de Bujanda define así el derecho finan­ciero: “rama del derecho público interno que organiza los recursos del Estado y de las otras entidades públicas, territoriales e institucionales, y regula los procedimientos de recaudo de los ingresos y de las erogaciones de los gastos y de los pagos necesarios para el cumplimiento de sus fines” (1977: 476).


	En la dirección de querer fortalecer la tesis de la autonomía del derecho financiero, tanto del lado de los ingresos como del lado de los gastos, Mauricio Plazas Vega (2005: 30) cita los conceptos de Giuliani Fonrouge actualizados por Susana Camila Navarrini y Rubén Oscar Asorey: “en la medida en que la actividad financiera del Estado se concreta a través de los gastos necesarios para satisfacer la necesidad general y en las entradas que se requieren para su cobertura, corresponde al Derecho financiero ocuparse del aspecto jurídico de tales actividades, a partir del presupuesto del Estado como instrumento de base”. En estos términos se ven claramente los componentes del derecho financiero y sus relaciones con otras ramas del derecho, como se muestra a continuación.


	EL DERECHO TRIBUTARIO


	Subespecialidad que consiste en el conjunto de disposiciones que regulan las cargas fiscales, los sujetos pasivos de los tributos, los hechos objeto de las cargas, la base imponible en cada caso, las tasas correspondientes, los impuestos y los tiempos en los que se deben pagar y mediante qué mecanismo. Asimismo, las sanciones a que se hacen acreedores los renuentes o evasores del cumplimiento de las obligaciones fiscales y los funcionarios competentes para conocer e imponer las sanciones correspondientes. Ahondando en el tema, se trae a colación a Mauricio Plazas Vega, quien cita a Carlos A. Mersán, exponente de la doctrina paraguaya en materia de derecho financiero, quien afirma:


	El estudio del derecho financiero lleva al examen de la totalidad de la actividad financiera estatal regulada por medio de leyes; y el del Derecho tributario se nos presenta como una parte del mismo porque fundamentalmente se refiere a una parte de las finanzas estatales […] Así, dentro de este marco amplio corresponderá considerar al Derecho tributario como una parte integrante del Derecho financiero, cuando se ocupa de las normas que reglamentan la recaudación de los medios económicos que necesita el Estado, dejando a consideración de las otras normas de gestión y de erogación de dichos ingresos fuera del estudio de nuestra materia. (2005: 31-32).


	En síntesis, Plazas Vega presenta una definición del derecho tributario, concisa y precisa: “El Derecho tributario es el conjunto de normas jurídicas que regulan los tributos” (2005: 40).


	EL DERECHO PRESUPUESTAL


	Como segundo componente del derecho financiero público se encuentran los principios presupuestales, que hacen alusión al conjunto de disposiciones que determinan los actores, roles, escenarios y tiempos en los que se debe programar el gasto público, presentar el proyecto de presupuesto a consideración del Congreso, las deliberaciones, votaciones, aprobación, liquidación, ejecución, seguimiento y control del gasto público. El derecho presupuestal está en función de la hacienda pública. Su importancia como instrumento para el manejo de las finanzas públicas radica en el modelo de desarrollo económico, el cual demanda más o menos intervención del Estado en la economía. En ese contexto, el gasto público (presupuesto) presenta perfiles de debilidad o robustez en el desarrollo económico y social. En síntesis y parafraseando a Plazas Vega, el derecho presupuestal es el conjunto de disposiciones que regulan el gasto público.


	El derecho administrativo


	Al entender el derecho administrativo como el conjunto de normas que regulan la actividad del Estado en cumplimiento de sus funciones, en las cuales intervienen los órganos y entidades que representan al Estado y a los particulares, la relación con la hacienda pública es evidente. Las actuaciones de la administración pública determinan la marcha del Estado, es decir, representan al Estado en acción. La manera de actuar del Estado es la de velar por la efectiva aplicación de las normas sobre el cobro de los tributos y demás obligaciones de los ciudadanos para con él mismo. De igual forma, en el derecho administrativo se establecen las normas que regulan la conducta que deben asumir los agentes del Estado en todas las etapas que conciernen al tema del gasto público como elemento esencial de la hacienda pública.


	El derecho penal


	La hacienda pública puede ser el escenario en el cual algunos agentes del Estado o algunos gobernados tienen conductas ilícitas que atentan contra sus ingresos o gastos. En estos casos operan los resortes del derecho penal, el cual tipifica las conductas antisociales y penalmente sancionables.


	Relación con la ciencia política


	Las decisiones que se toman para determinar el rumbo de la hacienda, el monto de los ingresos fiscales que debe percibir el Estado y demás fuentes de financiación, tienen naturaleza política, pues se toman en las corporaciones públicas de elección popular y estas a la vez tienen un origen político como máxima expresión de la democracia representativa. Lo mismo sucede con la definición de los propósitos del gasto público y sus prioridades en la satisfacción de las necesidades colectivas.


	Relación con las políticas públicas


	Las políticas públicas constituyen la estrategia para problematizar la realidad y seleccionar entre las distintas opciones de solución, la más idónea para solventar los problemas sociales. Esta dinámica implica el concurso de la hacienda pública, suministrando los recursos públicos indispensables para resolverlos.


	Evolución histórica del pensamiento hacendístico


	Tres grandes momentos: la Edad Antigua, la Edad Media y la Edad Moderna


	Los historiógrafos suelen dividir la historia de la humanidad en tres grandes momentos: la Edad Antigua, la Edad Media y la Edad Moderna.


	La Edad Antigua


	Va desde los inicios del universo o aparición de la vida en este planeta hasta el siglo V de nuestra era, con el hito de la caída del Imperio Romano de Occidente. En este periodo de la historia de la humanidad su talante era de salvajismo y de barbarie. Aparecen los Estados prehistóricos, las primeras organizaciones sociales, las gens: iroquesa, griega, romana, celta, el Estado ateniense y germano, la tribu y la familia2 y los vestigios de las organizaciones políticas denominadas ciudades antiguas. En lo económico el “modelo” imperante era de tipo esclavista, coexistiendo con relaciones comerciales.


	La Edad Media


	Abarca desde el siglo V hasta el siglo XV. Comprende, para algunos historiadores, desde la caída del Imperio Romano de Occidente hasta la caída del Imperio Romano de Oriente o bizantino. Para otros, hasta el descubrimiento de América. El esquema económico dominante fue esencialmente el feudal, con sus grandes estancias, sus fortificaciones y contingentes de siervos. Los Estados ciudades se debilitan y las constantes guerras hacen que la geopolítica cambie con el correr de los siglos. Aparecen los primeros asomos de los Estados nación. El modelo económico dominante es el mercantilismo y en lo filosófico, científico y cultural, los avances se conocen como el Renacimiento.


	La Edad Moderna


	Comprendida entre el siglo XV y nuestros días, es el escenario de la aparición de los grandes Estados nación, con distintas concepciones a propósito de los roles que desempeñaron, entre las que se destacan las siguientes, de acuerdo con Low Murtra y Gómez Ricardo:


	Estado Absolutista, Dominante, Gendarme o de Guerra entre los siglos XV y XVII, periodo de las grandes expansiones económicas y territoriales, importantes descubrimientos, desarrollos amplios del transporte especialmente marítimo, generación de rutas comerciales, colonialismo, acumulación de riqueza, aplicación de políticas económicas proteccionistas para lograr el superávit en la balanza comercial, sangrientos conflictos bélicos con el propósito de lograr la supremacía. El objetivo central de la época fue el logro del crecimiento económico. Su soporte ideológico fue la escuela económica y jurídica denominada Mercantilismo. (1997: 20-21)


	Para Ricardo Torres Gaytán, “Del seno de la economía feudal surgió el capitalismo comercial (etapa mercantilista), éste evolucionó luego hacia un capitalismo industrial (etapa librecambista) y posteriormente hacia el capitalismo monopólico y financiero (fase imperialista)” (1973: 29). La corriente mercantilista abogaba en particular por mantener un permanente superávit en la balanza comercial, por suponer que los saldos positivos de esta implicaban ingreso de metales preciosos y de dinero; unos y otros indispensables para el financiamiento de las guerras, muy frecuentes en esa época. Para lograr el superávit, se impulsaban restricciones a las importaciones con el fin de elevar los precios de los bienes nacionales para que su exportación representara altos valores y en consecuencia un mayor ingreso de metales preciosos. El Estado era el gran protagonista en estas relaciones comerciales por cuanto establecía aranceles para proteger la producción nacional, pero el fin primordial era obtener ganancias representadas siempre en metales preciosos.


	Los principales exponentes de esta corriente de pensamiento político-económico fueron Jean Bodino con su aporte a la teoría cuantitativa del dinero y los precios; Jean Baptista Colbert, ministro de finanzas en Francia, quien defendía la balanza de pagos excedentaria y asimismo aumentar el producto de los impuestos. Su influencia fue tal que logró crear el colbertismo como una variante del mercantilismo, considerado más como una práctica política que como una práctica económica; David Hume, con su aporte sobre la relación muy estrecha entre la balanza comercial y los movimientos de metales, y William Petty, uno de los últimos mercantilistas, quien tuvo una visión de la economía muy similar a la de los economistas clásicos, especialmente en cuanto a la división del trabajo y la teoría del valor.


	Corrientes del pensamiento hacendístico


	El mercantilismo


	Por cerca de doscientos años se sostuvo que una de las principales fuentes de riqueza de las naciones era el comercio entre los pueblos. Para fomentarlo y obtener el máximo beneficio posible, los Estados nacientes impulsaron medidas conducentes a fomentar sus exportaciones y obtener su pago con plata y oro, procedentes especialmente de los territorios de América. Los Estados, que se consideraban poderosos en la medida en que contaran con acumulados en metales preciosos, fueron muy centralistas en cuanto eran ellos los que establecían las reglas de juego para definir qué tipos de mercancías debían venderse a cambio de plata y oro; es decir, organizaban y programaban la adquisición de plata y oro. Uno de los objetivos principales era mantener una balanza comercial siempre superavitaria. El mercantilismo, que tuvo varias expresiones según el país que lo aplicara, fue entonces:


	Corriente de pensamiento en los siglos XVI al XVIII, en el que el Estado fue su centro de atención. El mercantilismo no fue exactamente el estudio del desarrollo económico, sino, más bien la exposición de varias medidas para influir en él, y el Estado era un medio para fortalecer en lo económico a la nación con preferencia respecto al individuo. De esta manera, el Estado era tanto el objeto como el sujeto de la política económica […] El objetivo esencial era la constitución de un Estado económicamente rico y políticamente poderoso. Su política era basada en el desarrollo de las fuerzas productivas. Los mercantilistas lucharon dentro de sus respectivos países por abolir los privilegios locales y el régimen anárquico en materia monetaria, fiscal y de pesas y medidas y, en general, estaban en contra de todo proteccionismo local que significara problemas al libre juego de los intereses económicos. Los mercantilistas pugnaron por la subordinación del individuo al Estado y porque los recursos se explotaran en beneficio de éste, partiendo del principio de que la actividad económica es un medio, no para satisfacer las necesidades, sino para fortalecer al Estado. (Torres, 1973: 33)


	Fisiócratas


	Los principales fisiócratas fueron François Quesnay, quien propuso el diezmo real con el que se simplificaba el sistema tributario francés, y Anne-Robert Jacques Turgot, quien escribió la obra Reflexiones sobre la formación y distribución de las riquezas.


	Los fisiócratas creyeron encontrar el principio fundamental que regía todo el proceso productivo. –laissez-faire, laissez-passer, le monde va de lui-meme–. De acuerdo con este principio la riqueza de las naciones se consideró un fenómeno natural que los seres humanos producían naturalmente a condición de no interferir su libre acaecer. La mejor política por parte del Estado consistía en abstenerse de interferir el libre juego de las fuerzas económicas. En general, lo mejor era no hacer nada, excepto impedir que el proceso económico fuera interferido por lo individuos mismos. En suma, la ley de la oferta y de la demanda se encargaba de regularlo todo. (Torres, 1973: 68)


	Por otro lado,


	Para los fisiócratas, en oposición al mercantilismo, la riqueza de una nación procedía de su capacidad de producción y no de las riquezas acumuladas por el comercio internacional. Y consideraban que la única actividad generadora de riqueza para las naciones era la agricultura […] La tierra es la fuente o materia donde toda riqueza se produce. El trabajo del hombre es la forma que la produce: y la riqueza en sí no es nada, sino el sustento, comodidades y superfluidades de la vida. (Torres 1973: 68)


	Los distintos autores consultados coinciden en que la idea que tenían los fisiócratas en cuanto a la fuente primera y casi única de generar riqueza tenía que ver con la agricultura. Actividad que como descubrimiento e invención de la humanidad le llevó al menos mil años. La agricultura como principal y casi única fuente de riqueza se explica a través del dinamismo que generó el invento de trabajar la tierra, sembrar semillas, hacer almácigos, plantar árboles, descubrir la naturaleza, relacionar el proceso productivo agrícola con los ciclos de la luna y mostrar por siglos que son las entrañas de la tierra las únicas fuentes creadoras de valor. Por eso el sistema impositivo recaía en la renta que generaba no solo la tierra, sino el arrendamiento del suelo, costumbre acentuada en aquella época. Sebastián Laza explica que: “según los fisiócratas, toda la riqueza era generada por la agricultura; también sostenían que los ingresos del Estado tenían que provenir de un único impuesto que debía gravar a la actividad primaria, la única fuente de riqueza para ellos” (2009: 3). En la misma dirección está el pensamiento de Gerhard Stavenhagen, quien sostiene:


	La agricultura constituía por lo tanto, la única fuente de la riqueza nacional, porque en la totalidad de la producción social, sólo la agricultura es capaz de rendir un excedente sobre los costos habidos. Solamente ella suministra las materias primas requeridas para alimentar la población y crear riqueza. Todas las demás ramas de la producción de bienes, el comercio, la artesanía, la industria y el tráfico, no producen nuevas materias primas y se limitan a desplegar una actividad transformadora de materias y causante de modificaciones de lugar, son improductivas. (1959: 22-23)


	La fisiocracia como corriente distinta a la mercantilista, de igual forma tenía una postura clara acera de la fuente generadora de riqueza y sobre la cual recaía el sistema impositivo. En el ideario de esta corriente del pensamiento, las actividades de transformación y de localización de los productos, acercándolos a los centros de consumo, eran tareas estériles en cuanto a la generación de riqueza. Reafirmando esta idea, Stavenhagen explica con relación al origen de los impuestos directos: “se establece que los fisiócratas pueden reclamar el mérito de haber fundamentado científicamente, la recaudación de impuestos directos, afirmando consecuentemente a base de su doctrina que pueden ser pagados los impuestos sólo del rendimiento neto, o sea que los impuestos deben recaer sobre los propietarios del suelo” (1959: 28).


	El Estado liberal: siglos xviii-xix


	Esta fue una época de grandes progresos económicos, políticos y culturales que afectaron significativamente la organización de la sociedad y la concepción del papel del Estado. En lo económico, se generó el hito de la revolución industrial en Inglaterra, con consecuencias demoledoras sobre las costumbres socioeconómicas de la época y reacomodamientos de la sociedad a nuevas formas de trabajo con la incorporación de tecnologías y el abandono de los usos y costumbres de producción e intercambio. Con el auge de la industria del carbón y del acero se desarrolló la metalmecánica, lo cual facilitó la aparición de los ferrocarriles y grandes barcos que revolucionaron la movilidad de las personas, el transporte de las mercancías, y con esto el florecimiento del capitalismo (Heilbroner y Thurow, 1984: 11-13).


	En ese panorama apareció la industria del trabajo, es decir, el trabajo asalariado, el trabajo como mercancía y dependiente, el cual reemplazó al trabajo artesanal e independiente. Aparecieron los grandes conglomerados de personas trabajando bajo un mismo techo y en novedosos esquemas organizacionales y de dirección, lo que produjo el consiguiente cambio de mentalidad y de actitud de las personas acerca de una nueva manera de relacionarse para ganarse la vida.


	En el aspecto político, fue la época de la independencia de muchas naciones y el inicio del desmantelamiento de las relaciones y políticas colonialistas y la proclamación de pactos sociales cargados de derechos individuales y garantías sociales, lo cual generó lo que se conoce como Estados demoliberales. En lo cultural, aparecieron nuevos valores que aún hoy existen, como la libertad, la igualdad, la solidaridad y el auge de los Estados (con el impulso de grandes pensadores), responsables en algunos países y especialmente durante el siglo XIX de ir más allá de la conservación del orden interno y externo y la defensa del territorio. Este periodo vio surgir grandes corrientes filosóficas conocidas como el enciclopedismo y la Ilustración.3 En lo económico el pensamiento de los clásicos fue predominante. Incluso hoy son venerados en el mundo de la Academia.


	Los clásicos


	Los economistas clásicos lograron diseñar un modelo que se apartó del anterior, donde predominaban el feudalismo y los intereses del gobernante. Los clásicos vivieron un momento histórico de gran repercusión para la historia de la humanidad, la economía y en particular de la hacienda pública. Consideraban que en una nueva realidad económica, con la revolución industrial y las implicaciones en las relaciones sociales, era necesario repensar la organización de la sociedad, en la cual el bienestar general está soportado en la división del trabajo y la capacidad de cada individuo de generar su ganancia económica y donde el Estado interfiriera lo menos posible las fuerzas del mercado:


	Los economistas clásicos del siglo XIX respaldaron el sostenimiento de un Estado mínimo para que cumpliese unas funciones imprescindibles; así el gasto público sería reducido y consecuentemente la presión fiscal necesaria para financiarlo dejaría de ser agobiante. El modelo clásico consideraba que la fuente del crecimiento económico era la iniciativa privada; por lo tanto, para favorecer el desarrollo, el Estado debía limitarse a no restringir la oferta de los factores de producción cobrando onerosos impuestos, y a no interferir en el funcionamiento libre del mercado con reglamentaciones arbitrarias. Para ello, el liberalismo proponía desmantelar las prácticas intervencionistas del mercantilismo, propias de las monarquías absolutistas; habían de levantarse las restricciones al comercio internacional y rebajarse los aranceles exteriores para llegar a libre cambio; también aconsejaban desmontar las reglamentaciones al comercio interior derribando las aduanas y portazgos interiores, declarando la libertad de industria con la abolición de los gremios y los monopolios fiscales […] los impuestos debían ser ligeros para que no impidiesen la formación de capital. (Comín, 1996: 109-110)


	Fue una época relativamente avanzada en cuanto al desarrollo tecnológico: la gran revolución industrial con las primeras etapas de producción masiva de algunos bienes, y en la que el mercado era aún muy transparente tanto del lado de los oferentes como de aquel de los demandantes, es decir, era algo previsible, autocontrolable por sus propias fuerzas. Desde esa perspectiva, se le podía otorgar con algún grado de seguridad el papel de ser el gran distribuidor de las rentas de los factores de producción, y el Estado quedaba como lo conocemos hoy, con pocos papeles que desempeñar en la sociedad. De ahí su perfil de Estado mínimo.


	De acuerdo con Comin, “Los economistas clásicos confiaban en que el libre mercado asignaría perfectamente los recursos y favorecería el crecimiento económico; aunque pensaban, asimismo, que el mercado promovía la armonía social, admitieron la existencia inevitable de determinados conflictos sociales cuya solución exigía la intervención del Estado, que implicaba ciertos gastos presupuestarios” (1996: 110). La realidad social se impuso por sobre los idearios del pensamiento clásico y en virtud de ello se le atribuyó al Estado el papel de gendarme, solucionador de los conflictos sociales, impartidor de justicia y garante de la convivencia pacífica.


	La hacienda liberal aceptó el programa de gastos establecido por Adam Smith, que limitaba la acción presupuestaria del Estado a suplir los fallos del mercado para asegurar la defensa y la paz social es decir, los gobiernos habían de suministrar los bienes públicos puros (defensa, policía, justicia y representación exterior); incluso la provisión de infraestructuras había de ser efectuada por el Estado en el caso de que la iniciativa privada no lo hiciese. La doctrina clásica condenaba cualquier intervención del Estado encaminada a redistribuir las rentas, en favor de los pobres, con el argumento de que ello reduciría los incentivos para ahorrar y el trabajar de los obreros, frenando así la industrialización. Por tanto los economistas clásicos se opusieron frontalmente a los mecanismo de la Seguridad social, disfrazando se postura con un cierto paternalismo malthusiano; según ellos, el auxilio social y la caridad privada fomentarían la fertilidad y el incremento de la población, lo que, a la larga, agravaría la pobreza de los trabajadores, al aumentar excesivamente la oferta de mano de obra. El más avanzado de los clásicos en este aspecto fue, sin duda, J. S. Mill quien propugnaba atajar el descontento social mediante la legislación y una cierta redistribución de la renta desde el presupuesto; sus medidas para aliviar la pobreza se resumen en: a) libertad de sindicación y regulación pública de las horas de trabajo; b) fomento de las cooperativas; c) propiedad campesina de la tierra; d) impuesto sobre las herencias para igualar la riqueza, y e) subvención de la educación primaria. (Comín, 1996: 110)


	Esta “ética social”, llena de cinismo, aún existe hoy, y con manifestaciones de refinamiento extremo. A uno de los “cacaos” de Colombia, que ya no está entre nosotros, se le preguntaba por la suerte de los pobres y él respondía que su suerte era producir la opulencia de los ricos. Y agregaba que en el evento de que recibieran mejores salarios, los obreros se dedicarían más a los asuntos frívolos y bajarían sustancialmente la productividad. Contrasta este pensamiento con el atemporal y revolucionario de J. S. Mill expuesto unos renglones arriba, cuyos postulados para aliviar la pobreza en pleno siglo XXI aún no se han podido desarrollar a plenitud. Para constatar esta afirmación veamos lo que sucede en Colombia con los sindicatos, la tenencia de la tierra, los impuestos a las herencias y la gratuidad y universalidad de la educación primaria. Los principales exponentes de la escuela clásica para efectos del presente trabajo son: Adam Smith, David Ricardo, John Stuart Mill y Jean Baptiste Say, a quienes nos referimos brevemente a continuación.


	Adam Smith (1723-1790)


	En contraposición a la doctrina de los fisiócratas, la fuente de la riqueza no es, según Adam Smith la producción agraria original, sino el trabajo anual de un pueblo […] Debido a que el mercado se regula a sí mismo, Smith se opone a la intervención del gobierno que interferiría con la obtención del interés propio y la competencia; es por ello que el laissez-faire se convierte en su filosofía fundamental. Esto no es porque Smith se oponga a la idea de la responsabilidad social, sino porque piensa que esto se logrará en forma más eficaz mediante la mano invisible, no bajo los esfuerzos del gobierno. (Stavenhagen, 1959: 38-43)


	Este pensamiento contempla la idea de la absoluta libertad de los agentes económicos, siempre y cuando unos y otros no interfieran con el normal acaecer de la actividad económica. De igual forma, se reconoce y se defiende la idea de que el mercado es la institución natural que sirve para fomentar y a su vez distribuir la riqueza, y esta es en mayor medida producto del trabajo de la gente, que de lo que emana de la propia naturaleza como afirmaban los fisiócratas.


	Según Restrepo, “Los individuos de un Estado deben contribuir al mantenimiento del Gobierno. Cada uno aportará en proporción a su capacidad, es decir, en proporción a la renta de que disfruta bajo la protección del Estado. Todo impuesto debe recaudarse de manera que haga salir de las manos del pueblo la menor suma posible; al mismo tiempo, el producto de los impuestos debe entrar lo antes posible en el tesoro público” (2001: 142-143). La anterior afirmación contempla al menos tres ideas aún vigentes: la equidad en el pago del impuesto en función de la capacidad que tenga cada individuo, la corresponsabilidad social de todos los individuos en el financiamiento de los gastos del Estado y en la prontitud o el don de la oportunidad en cuanto a que los pagos deben hacerse lo antes posible a las arcas públicas.


	Smith “reconoce tres funciones: la defensa del país. La primera obligación exclusiva del soberano o del Estado, es la de proteger la sociedad contra la violencia y la invasión de otras sociedades independientes” (1958: 614). “La administración de justicia. El segundo deber del Soberano consiste en proteger, hasta donde sea posible, a los miembros de la sociedad contra las injusticias y opresiones de cualquier otro componente de ella, o sea el deber de establecer una recta administración de justicia” (628). “Por último, la tercera obligación del Estado es la de establecer y sostener aquellas instituciones y obras públicas que, aun siendo ventajosas en sumo grado a toda la sociedad, son, no obstante, de tal naturaleza que la utilidad nunca podría recompensar su costo a un individuo o a un corto número de ellos, y, por lo mismo, no debe esperarse que éstos se aventuren a fundarlas ni a mantenerlas” (639). En la afirmación anterior Smith reafirma la idea de que son muy pocas las actividades que requiere la sociedad que no las pueda suplir ella misma a través del mercado, en cuyo caso y de manera excepcional se debe acudir al Estado, ya sea porque no hay interés de parte de ningún individuo en suplir tales necesidades, o porque el proceso y el costo que implican ofrecer un bien o un servicio público desaniman hasta al más optimista.


	David Ricardo (1772-1823)


	Economista inglés de origen judío sefardita-portugués. Su obra maestra se titula Principios de economía política y tributación. Se refirió con suma atención al problema de los impuestos, definiéndolos como:


	Una porción del producto de la tierra y de la mano de obra de un país, puestos a disposición del gobierno; su pago proviene siempre, en último término, ya sea del capital o del ingreso del país […] Pero el gran mal de la tributación se encuentra no tanto en la selección de sus objetivos, sino en el monto total, de sus efectos de conjunto. Los impuestos no son necesariamente impuestos al capital por el hecho de que incidan sobre éste. Ni tampoco son impuestos a los ingresos cuando en ellos recaen. (Ricardo, 1973: 114-115)


	En este sentido, se trata de seleccionar adecuadamente el hecho imponible y el sujeto responsable del pago del impuesto, pues de esta selección depende que la riqueza del país aumente y que al mismo tiempo no genere dificultades en las condiciones de vida de los asalariados. Por otro lado, un impuesto puede, o bien desatar cadenas de efectos con consecuencias sobre varios colectivos de individuos, o bien permanecer en los destinatarios iniciales, como el impuesto de renta de la tierra sobre el que Ricardo tiene el siguiente concepto: “un impuesto sobre la renta no afectaría más que a la renta; incidiendo única y exclusivamente sobre los terratenientes, sin que pudiera ser desviado a ninguna clase de consumidores” (Ricardo, 1973: 131).


	Prosigue con su análisis sobre los hechos imponibles como los productos primarios, cuyos impuestos son susceptibles de ser trasladados a los consumidores, dado que los precios de los cereales, por poner un ejemplo, se regulan por los costos de producción. En consecuencia, si se establecen impuestos, ya sea predial, el diezmo o al mismo producto, el productor para conservar su margen de utilidad similar a la media del mercado de productos similares, tendrá que aumentar los precios, trasladando de esa manera el impuesto a los consumidores. De lo contrario estaría arriesgando su capital, lo que sería una señal temprana para que abandone ese tipo de actividad económica. De estas percepciones se pueden extraer los elementos para determinar y refinar los conceptos de los impuestos directos e indirectos, como se verá más adelante.4


	Ricardo defendió la libre circulación de los productos agrícolas y enunció la ley de hierro de los sueldos, ley de bronce de los salarios, según la cual “el salario se reduce a lo estrictamente necesario que permita al obrero subsistir y reproducirse”. Si el salario se incrementa más de lo estrictamente necesario, la población aumentará y al haber mayor oferta de trabajo los salarios bajarán. Por el contrario, si los salarios son inferiores a lo estrictamente necesario, la población disminuirá, lo cual provocará escasez de mano de obra y por consiguiente un aumento en los salarios. Esta teoría influyó en Marx para afirmar que el obrero nunca disfrutaría de los beneficios del capitalismo.


	El proceder metódico de David Ricardo está subrayado en el prólogo de su obra “Principles of Political Economy and Taxation”, para él el problema principal de la economía política es el de hallar las leyes que determinan la distribución, haciendo resaltar expresamente que la distribución de los ingresos nacionales tiene que ser distinta en los diferentes niveles del desarrollo social según las circunstancias de cada situación concreta, especialmente según la fertilidad del suelo, la acumulación de capital, así como la habilidad, el ingenio y la técnica aplicados a la agricultura. (Stavenhagen, 1959: 49)


	John Stuart Mill (1806 -1873)


	Considerado el último de los creadores de la economía clásica. Nació en Londres y murió en Aviñón (Francia). Sobre la Libertad fue su obra principal. Gran defensor de las mujeres, puede considerarse como el primer feminista. Su ensayo sobre “El sometimiento de las mujeres”, es célebre en cuanto hace una defensa del género femenino y critica con dureza la manera como la sociedad entera entendía el papel de la mujer: sin educación, dependiente del esposo y dedicada a cuidar de los hijos. Quienes complementaron o explicaron determinados aspectos en que los clásicos no profundizaron se conocen como neoclásicos. Volviendo a John Stuart Mill, este consideraba que lo importante era saber:


	Cuánto produce cierta cantidad de trabajo en vez de cuantos días trabajo se necesita para producir determinada cantidad de cada producto. Con este enfoque en vez de estimar dada la producción de una mercancía en dos países con diferentes cantidades de trabajo, supuso una cantidad determinada de trabajo para fijar su atención en la cantidad de producción obtenida de cada mercancía dentro de cada país, a fin de comparar las productividades respectivas […] Partiendo de los costos comparativos, Mill dedujo que la demanda recíproca es la fuerza decisiva que determina el punto exacto de la relación de intercambio […] La relación real de intercambio la podemos expresar como la cantidad de importaciones que se obtienen a cambio de cierto volumen de exportaciones, ya sea que se obtengan en trueque o medidas en dinero a poder adquisitivo constante. Evolutivamente la relación real del intercambio es el índice que resulta de medir la cantidad de importaciones que un país obtiene a cambio de un determinado quantum de exportaciones en dos fechas diferentes, sirviendo una de ellas de periodo de base. Se infiere que la relación de cambio no puede ser determinada de antemano y que solo es posible enunciar el principio que la rige. Mill partió de estos dos postulados: a) que el beneficio derivado del comercio internacional tiene su origen en la especialización de los países (Smith); b) que el beneficio bruto está determinado por las diferencias de los costos comparativos (Ricardo). Su aportación consistió en demostrar que el estado de la demanda recíproca determina el reparto de la ganancia global y por lo tanto, el beneficio neto que cada país obtiene. (Torres, 1973: 89-92)


	Jean Baptiste Say (1767-1832)


	Uno de los economistas clásicos franceses más renombrados hasta hoy. Su obra maestra es Tratado de economía política. Uno de sus aportes más relevantes es la ley de los mercados, la cual lleva su nombre. De acuerdo con esta:


	Toda oferta crea su propia demanda, porque al realizarse el proceso productivo se distribuye una cantidad de ingresos suficientes para crear la demanda equivalente a los propios productos. En este sentido, el consumo mundial era siempre igual a la oferta mundial. Las cantidades que cada país exportaba estaban compensadas con las que importaba. En general, en libre competencia la producción abría una demanda para los productos y por ello, no podía haber sobreproducción duradera. (Torres, 1973: 80)


	Historia de la hacienda pública en Europa


	Para entender la hacienda pública actual, es preciso tener una visión acerca de los orígenes de esta disciplina y del contexto donde se logra consolidar como: praxis, técnica, ingrediente político y orientador de las decisiones de monarcas, reyes, emperadores y gobernantes a partir del siglo XVI, especialmente en Europa, que ha servido como fuente de inspiración a muchos países latinoamericanos en asuntos de hacienda pública.


	Además de la escuela “clásica”, esencialmente inglesa y francesa, hay otra corriente de pensamiento conocida como el cameralismo. Esta corriente, algo refractaria a las ideas de Adam Smith, defendía un pensamiento mercantilista extremo. Su nombre comenzó a acuñarse hacia los años 1600, derivado de la Cámara del Tesoro Real alemana, la Kammer, que significa cámara, pieza o habitación. Era el sitio donde se tomaban decisiones político-administrativas o de hacienda pública. Al responsable de velar por el tesoro público se le llamaba camerarious. El pensamiento cameralista subordinaba el poder político y económico al Estado, que debía ser fuerte y próspero, del cual se derivarían el bienestar y la prosperidad para todos.


	Los cameralistas pueden asociarse con el colectivo de los servidores públicos, que además de representar al aparato de la administración pública, eran quienes asesoraban a los monarcas respecto al fortalecimiento de su poderío, por medio del incremento de las arcas públicas, hecho que se cumplía con un sistema tributario fuerte, sistemático y persistente.


	Los cameralistas afirmaban, en esta línea, que las finanzas públicas deberían considerarse como un instrumento del poder político en manos del Estado para asegurar la paz interior y exterior. Los economistas clásicos incorporaron esas ideas, pues afirmaban que si el Estado solo había de asegurar la paz, entonces sólo había de reclamar de sus ciudadanos los menores impuestos posibles; de ahí que propusieran minimizar el impacto de las finanzas públicas en la economía de mercado. (Comín, 1996: 26)


	A continuación se muestran algunos ejemplos del tamaño y vigor de la hacienda pública de aquella época en Reino Unido, Francia y Alemania, y algunos datos que resultan ilustrativos a propósito del gasto público orientado a la conservación tanto del orden público como del fomento económico.


	Reino Unido


	Cada Estado entiende su papel a propósito de la hacienda pública de distinta manera: unos arbitrando recursos obtenidos de los ciudadanos pudientes y distribuyéndolos entre todos, pero con énfasis en los menos favorecidos, y otros invirtiendo en armamento para proteger los intereses económicos de sus nacionales:


	Por lo que se refiere al Reino Unido durante el siglo XVIII un 80-90 por ciento del gasto público se destinaban a gastos de guerra y a los servicios de la deuda, emitida, precisamente, para financiar los conflictos armados; la principal aportación del Estado británico a la industrialización fue, sin duda, proporcionar protección militar a sus territorios. La caída de los gastos bélicos después de las guerras napoleónicas permitió una reducción del tamaño del Presupuesto británico; no obstante, la herencia de las guerras tardó en desaparecer, pues, entre 1816 y 1842, la proporción del gasto presupuestario afectado al pago de los intereses de la deuda permaneció invariable en torno al 54 por 100. Esto tiene que ver con la responsabilidad gubernamental ante la deuda. Las bancarrotas eran ya algo impensable en Inglaterra, que trasladó los costes de las guerras a generaciones posteriores. La mayor responsabilidad tributaria y financiera en Gran Bretaña explica que se diseñara allí un sistema fiscal moderno antes que en el continente […] El porcentaje de los gastos militares y de la deuda había caído al 58 por 100 en 1913-1914; al comenzar el siglo XX, la principal partida ya no era la atención de la Deuda pública, sino los gastos en defensa que ascendían a más del 40 por 100. El gasto en servicios generales, en justicia y en policía había crecido del 10 por 100 a finales del siglo XVIII al 35 por 100 en el periodo 1910-1920. Además, desde los años 1880 aumentaron apreciablemente los gastos en educación, pensiones y sanidad, de manera que tras la Primera Guerra Mundial casi llegaban al 40 por 100 de los gastos en defensa. (Comín, 1996: 113-114)


	La revolución industrial y los efectos en la hacienda pública


	En los siglos XIX y XX en todos los países avanzados, sin excepción, aumentaron enormemente los gastos militares, administrativos, económicos y sociales, con el obligado crecimiento paralelo del ingreso público, sobre todo mediante impuestos.


	Como tantas otras cosas, ello fue a la vez causa y consecuencia de la Revolución Industrial. El gran desarrollo económico que ésta propició exigía contar con Estados que atendiesen a más y más necesidades pero al mismo tiempo facilitó el poder recaudar muchos recursos gracias al crecimiento sin precedentes del PIB. (Bustelo, 2004: 281)


		La revolución industrial coincide con un período de guerras con Francia desde 1793 a 1815; y se establece que cualquier consideración sobre los impuestos durante la revolución industrial es trazada completamente por guerras y la financiación de las mismas. (Hartwell, Spring 1891: 130-131)


		Los gastos del gobierno, aunque aumentaron considerablemente después de 1800, permanecieron relativamente pequeños y nunca fue un factor determinante de la política fiscal. Lo importante eran las guerras. Cómo aumentar el presupuesto para financiarlas el gran dilema […] En el periodo de 1700 a 1850 Inglaterra desarrolló un sistema de impuestos que comprendía: un informe anual al Parlamento por el Ministro de Hacienda; préstamos para cubrir los gastos a largo y corto plazo; una variedad de impuestos directos e indirectos de suficiente flexibilidad y elasticidad para permitir grandes aumentos en impuestos […] En cuanto a los gastos del gobierno a finales del siglo XVII, se implementó una gran variedad de impuestos tales como: impuesto de aduanas, derechos de timbre, impuestos per cápita y un impuesto sobre la tierra, impuestos sobre la propiedad. (Hartwell, Spring 1981: 141-143)


	Francia


	La situación de Francia era relativamente parecida a la del Reino Unido:


	En la década de 1780, también el Estado francés destinaba el grueso de su Presupuesto a los intereses de la deuda, que suponían el 43 por 100 de sus gastos; el ejército y la armada gastaban el 25 por 100, mientras que la Administración pública y la gestión fiscal absorbían el 21 por 100. Comparado con Gran Bretaña y Prusia, el gasto relativo en defensa de Francia era menor, debido a los mayores fondos exigidos por una administración centralizada y por la corte. Tras la revolución burguesa, la estructura del gasto público cambió apreciablemente en Francia; tomando el presupuesto de 1814 se advierte que: a) los gastos de guerra significaron el 62 por 100 del Presupuesto, debido a las ocupaciones militares; b) los intereses de la deuda eran sólo un 14 por 100 […] No obstante, si se mira el largo plazo hubo menos variaciones en el caso francés que en el británico: hacia 1886, las cargas de la deuda eran, de nuevo el 44 por 100 del gasto total, y los gastos militares estaban otra vez entre el 25 y 30 por 100. A lo largo del siglo XIX, algo menos de un tercio del gasto se destinaba en Francia a funciones bélicas, y bastante más de otro tercio a los gastos financieros de la deuda. Las comparaciones internacionales son imprecisas, por el distinto protagonismo de los entes locales, pequeños en el caso francés, y por la proliferación de los presupuestos extraordinarios, muy abundantes en el siglo XIX francés. (Comín, 1996: 114)


	Se observa que una parte del esfuerzo colectivo hecho a través del sistema tributario era canalizado a los asuntos de la guerra o para pagar las deudas adquiridas en las guerras pasadas. La historia de las naciones parece ser la historia de permanentes confrontaciones, y el gasto público destinado para las guerras afecta significativamente tanto la vida de los contendientes como las condiciones de los sobrevivientes.


	Alemania


	En Alemania se gestó una concepción propia acerca de la forma de entender el funcionamiento del Estado, cómo fortalecerlo para el cumplimiento de sus funciones y para el prestigio del poder público. Esta línea de pensamiento, llamada cameralista, tuvo notable influencia en el temperamento alemán, como se ve a continuación.


	La intervención del Estado en la Alemania contemporánea estuvo marcada por la herencia cameralista, cuya idea de Polizey proponía que el Estado había de regular y controlar la comunidad, con objeto de asegurar la prosperidad general. Los gobernantes de Prusia utilizaron esta doctrina para engrandecer su poder militar y económico y para lograr la regeneración moral del país. La amplia burocracia prusiana del siglo XVIII incorporó los valores sociales y políticos del Estado absolutista y paternalista, pero su actividad administrativa y su formación técnica, obtenida en las escuelas de funcionarios, influyeron en la conformación de la burguesía alemana. La acción del Estado estuvo muy influida por la burocracia prusiana; los funcionarios tomaron la iniciativa política ante la ausencia de liderazgo político efectivo y dictaron la legislación y política social. Hasta 1814, los gobiernos imperial y prusiano estaban constituidos principalmente por burócratas, que fueron también decisivos en la industrialización alemana. En efecto, en el mundo empresarial se asimilaron las actitudes y la formación técnica de los funcionarios, que dirigían las importantes empresas públicas. Tras su unificación, Alemania se constituyó como una Hacienda federal. De acuerdo con la Constitución de 1871, el Reich o gobierno central tenía la responsabilidad de salvaguardar los intereses externos y los que afectaran al conjunto del país: administración y justicia general, mantenimiento de la unidad económica (correos y telégrafos, política comercial y banco central), ejército, marina y asuntos exteriores; desde los años 1880 el Reich asumió las obligaciones derivadas de la legislación social […] Después de la unificación, en 1871, los Estados siguieron teniendo la responsabilidad exclusiva de la justicia y policía, de la economía, del transporte, de la educación, de la sanidad, de los gastos sociales y de la infraestructura de su territorio. El Estado prusiano se preocupó de establecer los requisitos públicos para la industrialización. El sistema fiscal prusiano pretendía impulsar el ahorro y la acumulación de capital para favorecer el crecimiento económico. El gasto público prusiano también fomentó la industrialización, pues el establecimiento de una administración y una judicatura eficaces, de una legislación que daba protección legal a los negocios, así como la oferta de servicios públicos e infraestructuras, favorecieron mucho a las empresas privadas. Así mismo, la atención dispensada a la educación pública fue otro factor clave del crecimiento económico prusiano; hacia 1870 el analfabetismo había desaparecido en Prusia, y se prestó especial apoyo a la educación secundaria y técnica. (Comín, 1996:115-116)


	Esta es otra manera de entender los asuntos públicos, de gestionar los recursos y de definir las prioridades del gasto para solventar las necesidades y garantizar las cada vez más exigentes condiciones de bienestar de la población. En el caso alemán se ve claramente, en comparación con los casos anteriores, la influencia y la diferencia del talante de quienes están al frente de los procesos decisionales.


	Italia


	Este caso vale la pena analizarlo en perspectiva, en relación con la concepción y el uso de la hacienda pública como instrumento esencial del Estado para afrontar los problemas de la colectividad. En este país, a diferencia de los anteriores, es notorio el influjo de la variable política, y dentro de ella de las tendencias de derecha e izquierda en cuanto a la canalización del gasto público. Comín (1996: 116-117) cita varios autores para sustentar este aserto, en el sentido de que hay algún consenso entre los historiadores italianos en afirmar que el Estado italiano fue el gran dinamizador de la industrialización del país, y llegan a hablar de un “capitalismo de Estado”. En criterio de Comín:


	El análisis del gasto público permite conocer hasta qué punto los gobiernos italianos se comprometieron para fomentar el crecimiento económico. El gasto público italiano (administración central, entes locales y seguridad social) venía a representar entre el 13 y el 18 por 100 del PIB en el periodo comprendido entre 1866 y 1913 […] con la derecha histórica que gobernó tras la unificación, la razón gasto/PIB, rondó el 14 por 100 hasta 1880; después, el gasto aumentó con la izquierda hasta el 18 por 100 en vísperas de la Primera Guerra Mundial. Los gobiernos de la derecha posteriores a la unificación italiana tuvieron unos altos gastos militares (el 33 por 100 en 1866) derivados de las guerras de independencia, y de los gastos de administración general destinados a crear una burocracia para el funcionamiento del nuevo Estado. Posteriormente, en las épocas pacíficas, el gasto militar cayó a una media del 14 por 100 pero en los años previos al conflicto mundial retornó al 22 por 100 de los gastos totales. Los gastos militares no tuvieron grandes efectos multiplicadores para la economía italiana, ya que hasta los años 1880 gran parte de los pedidos, particularmente, los de la armada, se importaban del exterior. En 1884 el Estado fundó la acería Terni, símbolo de la nueva iniciativa de los gobiernos para impulsar la industria básica italiana […] En 1911 la industria bélica italiana ya abastecía el 90 por 100 de los pedidos públicos. El gasto público y el proteccionismo contribuyeron, en opinión generalizada, al desarrollo de la industria metalúrgica y mecánica […] los gastos de la derecha histórica en obras públicas rondaron el 15 por 100 en la década de 1870 […] en contrapartida, los gobiernos de la izquierda mejoraron los gastos en infraestructura pública. (1996: 116-117)


	En aquella época, siguiendo al autor de marras, hubo gran inversión y apoyo a la educación primaria pública y gratuita, se impulsó la construcción de la red ferroviaria y se descentralizaron varios servicios públicos en los ayuntamientos.


	Estado dual o mixto o nueva gerencia pública


	Durante las últimas décadas del siglo XX se gestaron nuevas maneras de entender el rol del Estado, debido al ineficiente desempeño para conducir la economía y la sociedad. Desde el punto de vista de la concepción benefactora o Welfare State,5 para algunos el papel del Estado había llegado al límite.


	Hubo significativos fallos del Estado en la resolución de los problemas sociales, por medio tanto de la regulación como de la utilización de la hacienda pública. La idea central de esta nueva concepción para entender las relaciones entre el Estado y el mercado, es que el Estado debe ceder aquellos espacios en los cuales ha demostrado niveles de ineficiencia en la utilización de los recursos públicos para la satisfacción de las necesidades colectivas, y solamente mantener su presencia en aquellos aspectos de la vida social en los que tenga fortalezas. Por el lado del mercado, se sigue considerando al Estado como la institución idónea para cumplir con eficiencia la asignación de los recursos, la generación de riqueza y la acumulación de capital.


	En este debate aparece lo que se conoce como la tercera vía, planteada por Anthony Giddens (1999),6 que consiste en tomar lo “mejor” de los sistemas socialista y capitalista clásicos, para conformar una tercera plataforma ideológica resultado de combinar libertad y solidaridad.

OEBPS/Images/img002.jpg





OEBPS/Images/cover.jpg
German Puentes Gonzélez

HACIENDA PUBLICA

Asignacién de recursos, distribucién del
ingreso y la riqueza, formacién de capital
¥ estabilizacién econémica

o,

Coleccién Lecciones
Raan Facultades de Ciencia Politica y Gobierno,
Tow y de Relaciones Internacionales






OEBPS/Images/img001.jpg
£89





